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Derecho procesal mercantil
José Ovalle Favela

Durante los primeros años de la vida independiente de México se 
siguieron aplicando las Ordenanzas de Bilbao del 2 de diciem-
bre de 1737, las cuales habían sido declaradas obligatorias en la 

Nueva España por orden virreinal de febrero de 1792 y posteriormente, 
el Decreto de Organización de las Juntas de Fomento y Tribunales Mer-
cantiles expedido por Antonio López de Santa Anna, como presidente 
provisional, el 15 de noviembre de 1841, ratificó su carácter obligatorio.1

El 16 de mayo de 1854 el propio Antonio López de Santa Anna (quien 
para entonces se hacía llamar Su Alteza Serenísima) promulgó el Código 
de Comercio, con vigencia en todo el país, tomando en cuenta el régi-
men centralista impuesto por el dictador. Este Código fue preparado 
por Teodosio Lares, ministro de justicia, por lo que también es conocido 
como Código Lares, quien se basó en el Decreto de 15 de noviembre de 
1841, la Ley para la Administración de Justicia en los Negocios de Co-

1 Cfr. Barrera Graf, Jorge, Instituciones de derecho mercantil, México, Porrúa, 1989, p. 21; Pallares, 
Jacinto, Derecho mercantil mexicano, México, Tip. y Lit. de Joaquín Guerra y Valle, 1891, t. I,  
pp. 260-261; y Zamora Pierce, Jesús, Derecho procesal mercantil, 9ª ed., México, Cárdenas, 
2007, pp. 22-23.
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mercio del Estado de Puebla de 1853 y el Código de Comercio español 
de 1829.2 Sin embargo, tuvo una vigencia breve, pues fue derogado por 
los artículos 1º y 77 de la Ley de Administración de Justicia y Orgánica de 
los Tribunales de la Nación y del Distrito y Territorios, promulgada por el 
presidente Juan Álvarez el 23 de noviembre de 1855, conocida también 
como Ley Juárez, por haber sido preparada por el ministro de Justicia, 
Benito Juárez, la cual fue ratificada por el Congreso Constituyente, el 22 
de abril de 1856.3 Como consecuencia de esta derogación, se reestable-
ció la vigencia de las Ordenanzas de Bilbao.4 

El artículo 72, fracción X, de la Constitución Política de 1857 facultaba al 
Congreso General para “establecer las bases generales de la legislación 
mercantil”,5 lo cual suponía la existencia de dos tipos de ordenamien-
tos mercantiles: por un lado, una ley federal que se limitaba a señalar 
las bases generales para legislar en materia mercantil; y por el otro, la 
existencia de un código de comercio para cada una de las entidades 
federativas que debía apegarse a las bases generales expedidas por el 
Congreso General.

La fracción X, del artículo 72, de la Constitución de 1857, fue reformada 
por decreto del 14 de diciembre de 1883, a fin de facultar al Congreso Ge-
neral “para expedir códigos obligatorios en toda la República, de minería 
y comercio, comprendiendo en este último las instituciones bancarias”.6

Con base en la reforma constitucional de 1883 se expidió el Código de 
Comercio de 20 de abril de 1884. Al entrar en vigor este código, el artícu-
lo 97, fracción I, de la Constitución Política preveía que correspondía a 
los tribunales de la federación conocer de todas las controversias que se 

2 Barrera Graf, op. cit. p. 22.
3 Los artículos 1º y 77 de la Ley Juárez expresaban: “Art. 1. Entre tanto se arregla definitivamente 

la administración de justicia en la nación, se observarán las leyes que sobre este ramo regían 
en 31 de Diciembre de 1852, con las modificaciones que establece este decreto”. “77. Quedan 
insubsistentes y sin efecto alguno todas las disposiciones que sobre administración de justicia 
se han dictado desde Enero de 1853 hasta la fecha”. Con base en estos dos preceptos, el presi-
dente Ignacio Comonfort resolvió una consulta en la que determinó que el Código Lares quedó 
abrogado por la Ley Juárez. Cfr. León Tovar, Soyla, y González García, Hugo, Derecho mercantil, 
México, Oxford Univesity Press, 2007, p. 43. 

4 Cfr. Pallares, op. cit. nota 1, pp. 261 y 266.
5 Cfr. Tena Ramírez, Felipe, Leyes fundamentales de México, 22ª ed., México, Porrúa, p. 618. 
6 Ibidem, p.707.
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suscitaran sobre el cumplimiento y aplicación de las leyes federales.7 En 
consecuencia, de los conflictos sobre la aplicación y cumplimiento del 
Código de Comercio sólo podían conocer los tribunales de la federación 
y no así los tribunales locales.

Esta competencia judicial para conocer de los conflictos sobre el Có-
digo de Comercio, sin duda podría haber afectado la atención de los 
tribunales federales sobre los juicios de amparo. Por esta razón, el 29 de 
mayo de 1884 (un mes después de la entrada en vigor del Código de 
Comercio) se reformó el artículo 97 de la Constitución, en su fracción I, 
para prever que los tribunales de la federación conocerían de todas las 
controversias que se suscitaran sobre el cumplimiento y aplicación de 
las leyes federales, excepto en el caso de que la aplicación solo afectara 
intereses particulares, pues entonces serían competentes para conocer 
los jueces y tribunales locales del orden común de los Estados, del Distrito 
Federal y territorio de la Baja California.8 Esta reforma atribuyó a los tribu-
nales de las entidades federativas competencia exclusiva para conocer 
de los conflictos mercantiles.

En el artículo 104, fracción I, de la Constitución de 1917, esta competen-
cia exclusiva de los tribunales de las entidades federativas se convirtió 
en una competencia alternativa, al disponer que de los conflictos sobre 
el cumplimiento y aplicación de leyes federales que sólo afecten intere-
ses particulares, pueden conocer los tribunales federales o los tribunales 
de las entidades federativas, a elección de la parte actora.

El Código de Comercio de 1884 previó que los juicios mercantiles se 
seguirían conforme a lo dispuesto en las leyes y códigos de procedi-
mientos civiles, con las modificaciones previstas en ese ordenamiento 
(artículo 1502). Sobre este tema, Alcalá-Zamora expresa que este orde-
namiento “en su libro VI, trata, en apariencia, de los juicios mercantiles, 
aun cuando en realidad el único que regula con detenimiento es el de 
quiebra (arts. 1507-1619), en tanto que en los seis artículos iniciales se 
agrupan en dos títulos, el primero de los cuales contiene una remisión 
genérica a los códigos procesales civiles respectivos, con seis fracciones 

7 Ibidem, p. 623.
8 Ibidem, p. 707.
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de adaptación, mientras que el segundo da entrada en cuatro artículos 
al procedimiento convencional”.9

Este código de 1884 presentaba numerosas omisiones y tenían graves 
deficiencias que se advertían en la práctica procesal. El 4 de junio de 
1887 el Congreso de la Unión autorizó al Ejecutivo Federal para reformar 
total o parcialmente el Código de Comercio. Una comisión integrada 
por Joaquín Casasús, José de Jesús Cuevas y José María Gamboa, elabo-
ró el proyecto del Código de Comercio, que Porfirio Díaz expediría el 15 
de septiembre de 1889, el cual entró en vigor el 1 de enero de 1890.10

Tanto el Código de Comercio de 1884 como el de 1889 fueron expedi-
dos por el presidente de la República en supuesto ejercicio de facultades 
conferidas por el Congreso de la Unión. Esta delegación de facultades era 
contraria al principio de la división de poderes reconocido en el artículo 
50 de la Constitución de 1857, de acuerdo con el cual el poder de la 
federación se dividía para su ejercicio en legislativo, ejecutivo y judicial, 
así como que nunca podrían reunirse dos o más de estos poderes en 
una sola persona o corporación, “ni depositarse el legislativo en un in-
dividuo”. El artículo 29 de la propia Constitución solo autorizaba el otor-
gamiento de facultades extraordinarias por el Legislativo al Ejecutivo en 
los supuestos de suspensión de garantías previstos en dicho precepto. 
Sin embargo, esta fue una práctica que se prolongó hasta los primeros 
decenios del siglo XX.

En su libro quinto el Código de Comercio de 1889 intentó establecer 
una regulación completa del proceso mercantil, para lo cual tomó como 
base el Código de Procedimiento Civiles para el Distrito Federal y Territo-
rio de Baja California, de 15 de mayo de 1884. Sin embargo, dicha regu-
lación fue muy incompleta, pues contiene numerosas omisiones, por lo 
que Alcalá-Zamora sostiene, con todo acierto, que el “libro V del código 
de comercio de 1889 es una copia mutilada del código de procedimien-
tos civiles para el Distrito y Territorios Federales de 1884”.11

9 Alcalá-Zamora y Castillo, Niceto, “Examen del enjuiciamiento mercantil mexicano, y conve-
niencia de su reabsorción por el civil”, en Derecho procesal mexicano, México, Porrúa, 1976,  
t. I, pp. 87-88. 

10 Cfr. Barrera Graf, Jorge, Tratado de derecho mercantil, México, Porrúa, 1958, vol. I, p. 85.
11 Alcalá-Zamora, op. cit. nota 9, p. 101.
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En el Código de Comercio de 1889 se dio acogida al principio disposi-
tivo no sólo en su concepción tradicional, sino con un alcance en ex-
tremo individualista, relativamente explicable a fines del siglo XIX, bajo 
el predominio del liberalismo de entonces. En efecto, el artículo 1051 
estableció que el “procedimiento mercantil preferente a todos es el con-
vencional”, de tal modo que el poder de disposición de las partes no 
se limita sólo al inicio, impulso y fijación del objeto del proceso, ni a la 
posibilidad de llevar a cabo actos de disposición del derecho material 
controvertido, sino que va mucho más allá: las partes pueden convenir 
las reglas de procedimiento a las que deben ajustarse tanto ellas como 
el propio juzgador. Este último no sólo debe asumir un papel completa-
mente pasivo en el proceso, sino que además queda sujeto a las reglas 
de procedimiento que las partes pueden llegar a convenir. Esta concep-
ción “convencional” fue llevada incluso al procedimiento de enajenación 
de los bienes embargados, pues el artículo 1413 dispone que las partes, 
durante el juicio, podrán convenir en que los bienes embargados se va-
lúen o vendan en la forma y los términos que ellas acordaren.

De acuerdo con el texto original del artículo 1051, sólo a falta de convenio 
entre las partes se aplicarán las disposiciones del libro quinto del Código 
de Comercio, a las cuales se les da un carácter supletorio de la voluntad de 
las partes, exactamente al contrario de lo que dispone al artículo 55 del 
Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal de 1932.

Conforme al texto original del artículo 1051, a falta de convenio y de 
disposición del citado libro quinto, “se aplicará la ley de procedimientos 
local respectiva”. Como expresamos anteriormente, Alcalá-Zamora llegó 
a la conclusión de que el libro quinto del Código de Comercio “no es 
más que una copia mutilada del código de procedimientos civiles para 
el Distrito y Territorios Federales de 1884”. Precisamente por ser una co-
pia mutilada, el libro quinto requiere constantemente de la aplicación 
supletoria, pero el texto legal por aplicar en forma supletoria variaba 
según la entidad federativa de que se tratara. La posible razón por la que 
el legislador de 1889 optó por esta multiplicidad de textos supletorios 
quizá consistió en que en aquella fecha no existía todavía un Código 
Federal de Procedimientos Civiles, con vigencia en todo el territorio na-
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cional, el cual fue promulgado hasta 1897, con el nombre de Código de 
Procedimientos Federales.

Hasta ahora hemos tratado de encontrar alguna explicación a ese cú-
mulo de excesos y de errores contenidos en el texto original del artículo 
1051 del Código de Comercio de 1889. Pues bien, casi un siglo después 
de que se promulgó ese precepto y el libro en que se contiene, y pese 
a las reiteradas y fundadas críticas que la doctrina ha hecho a ambos,12 
el legislador llevó a cabo una extensa reforma al Código de Comercio, la 
cual fue publicada en el Diario Oficial de la Federación del 4 de enero de 
1989, en la que dejó intacto el contenido del artículo 1051, aunque lo 
distribuyó entre dicho precepto y el artículo 1054. Independientemente 
de los objetivos que hayan tenido los autores de la reforma —al parecer, 
la regulación del arbitraje mercantil y de las cláusulas de extensión de la 
competencia por territorio—, no se encuentra ninguna explicación para 
que, a fines del siglo xx, se hubieran ratificado, contra viento y marea, los 
excesos y los errores en que se había incurrido desde finales del siglo xix.

Por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del 13 de ju-
nio del 2003 se reformó el artículo 1054 del Código de Comercio para 
prever que el ordenamiento que se debe aplicar en forma supletoria en 
los procesos mercantiles es el Código Federal de Procedimientos Civiles, 
salvo que las leyes mercantiles establezcan un procedimiento especial u 
otra supletoriedad expresa.

El artículo 1054 del Código de Comercio fue reformado, de nueva cuenta, 
por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación del 17 de abril 
de 2008, para aclarar que, en caso de que el Código Federal de Procedi-
mientos Civiles “no regule suficientemente la institución cuya supleto-
riedad se requiera”, se aplicará “la ley de procedimiento local respectiva”. 
Los autores de la reforma regresaron al ambiguo y oscuro texto original 
del artículo 1051 del Código de Comercio de 1889, sin aprovechar la 
oportunidad para precisar que esta segunda supletoriedad se refiere a 
la ley de procedimiento civil local.

12 Cfr. Alcalá-Zamora, op. cit. nota 9, pp. 127-128 y 138-141; véase, asimismo, Zamora Pierce, op. cit. 
nota 1, pp. 45-53.
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